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Resumen
El presente artículo tiene como finalidad rea-
lizar de forma descriptiva una compilación 
acerca de los derechos reconocidos y enuncia-
dos a las víctimas del conflicto armado desde 
el ordenamiento jurídico colombiano, para lo 
cual se aborda el desarrollo legal otorgado, 
la jurisprudencia emitida por la Corte Cons-
titucional y los tratados Internacionales de 
Derechos Humanos ratificados por el Estado.

Abstract
The purpose of this chapter is to make a des-
criptive compilation of the rights recognized 
and enunciated to the victims of the armed 
conflict, starting from the legal system of Co-
lombia, the respective jurisprudence issued 
by the Constitutional Court and the Interna-
tional Human Rights Treaties ratified by the 
State within the framework of article 3 of the 
Political Constitution of 1991.
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1. Introducción
Colombia ha padecido aproximadamente durante 
cincuenta años la ejecución generalizada y siste-
mática de una violencia repercutiendo de diver-
sas formas sobre la sociedad. Esto ha generado 
un impacto directo y negativo sobre los derechos 
humanos, especialmente en las víctimas del con-
flicto armado. Ante este panorama existe una 
obligación que recae en los estados que conlle-
va al desarrollo normativo, cuya finalidad está 
en disminuir y/o cesar el daño producido por el 
Conflicto. 

En razón a esto, debe existir un derecho real e 
integral para quienes son víctimas de este esce-
nario, el cual debe generar criterios de reconoci-
miento y compensación sobre los daños derivados 
del Conflicto, a esto le deben seguir medidas de 
resarcimiento, mitigación y creación de oportuni-
dades que disminuyan la brecha de desigualdad 
generada por las consecuencias de la guerra in-
terna.  El inicio de estas medidas, para el caso 
colombiano, se encuentra en el Gobierno del ex-
presidente Álvaro Uribe Vélez con el proceso de 
desmovilización de aquellos grupos al margen de 
la ley, lo que implicó el nacimiento de la ley 975 
de 2005.

La Sala Plena de la Corte Constitucional, en la 
sentencia C-370, 2006, consideró el desarrollo de 
esta ley como el mecanismo para facilitar una 
armonía social y, dado este atributo, se generó 
la celebración de acercamientos reconciliatorios 
desde los ámbitos políticos y sociales; además de 
sostener garantías judiciales que determinaron la 
aplicación real de los derechos de las víctimas, 
específicamente, los de investigación, judicializa-
ción y reparación, bajo la finalidad de contribuir 
con aspectos relevantes respecto de la verdad ha-
cia las víctimas y, por otro lado, la aplicación de 
la sanción, naturalmente reducida por ser parte 
de la transición hacia la paz.

Por otro lado, el artículo 8 de la Ley 1448, 2011, 
contempla los diversos mecanismos de repara-
ción, bien sean judiciales o extrajudiciales, donde 
se observa la intención social para determinar ga-

rantías a los victimarios en la rendición de cuen-
tas de los actos en medio del conflicto y, para 
unirse enteramente a la transición justicia-paz, 
tanto como promover los criterios de justicia, ver-
dad y reparación, que son naturales de los pro-
cesos de paz.  Este proceso posee un fundamento 
teleológico de carácter dualista, pues debe resol-
ver inconvenientes o problemas que surgen del 
juzgamiento de los victimarios y los derivados del 
sufrimiento masivo de las víctimas.

Para el presente documento se tomará como pun-
to de referencia la situación e importancia que 
adquieren las víctimas en el marco de la guerra 
interna, esto en razón a que su condición ontoló-
gica en la transición, contempla la relación con 
los daños en sus campos físicos, sociales, econó-
micos y psicológicos que se infieren por su papel 
dentro del Conflicto; como bien indican Cudris y 
Barrios  (Cudris Torres & Barrios Núñez, 2018), 
estos aspectos en la esfera psíquica, pueden lle-
gar a inhibir la estructura de nuevos proyectos 
de vida. Por ello, el foco principal de la norma 
debe estar en las garantías de los derechos de las 
víctimas. 

Dentro del efectivo desarrollo de la justicia tran-
sicional, se comprende la víctima como un eje 
principal para la construcción de normas jurídi-
cas que serán rectoras en el momento de transi-
ción y de ello se desprende la necesidad de cons-
truir un marco normativo que restaure o permita 
modos de reparación a las víctimas sobre el daño 
ocasionado por la guerra interna que ha tenido 
Colombia. 

2. El deber de reparar las 
violaciones humanas 

2.1. La Ley 418 de 1997
Uno de los antecedentes fundamentales para el 
reconocimiento de las víctimas en el Conflicto 
se observa en la Ley 418 de 1997, ésta consagra 
instrumentos que permiten la realización de una 
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acceso de esta población de especial protección 
constitucional, aspectos que deben tener un ran-
go mayoritario de prioridad en razón a su situa-
ción de desplazamiento. Un aspecto relevante en-
tonces, de esta forma de reparación es que no sólo 
restringe el apoyo a una adquisición de vivienda, 
sino que contempla, en los casos de imposibilidad 
de adquisición o recuperación de morada, el sub-
sidio del canon de arrendamiento. 

En consonancia con esto, como medio para con-
cretar la reparación o disminuir los efectos deri-
vados de la guerra interna, el artículo 27 de la 
Ley 418 de 1997 al referirse sobre “los hogares 
damnificados” determinó que estos comprenden 
aquellos núcleos familiares afectados por causas 
del conflicto, definiendo que estos hogares son 
reconocidos por sus condiciones precarias de es-
tabilidad en sus propias estructuras que no les 
permiten garantías reales sobre sus derechos 
fundamentales; por ello, se reconocen a aquellos 
que no son propietarios de vivienda o que hayan 
presentado una alteración en su estilo de vida al 
perder a un miembro familiar en el cual estaba 
sustentado toda o gran parte de los recursos de la 
familia. (Ley 418, 1997). 

Por otro lado, indica el artículo 32 de esta norma, 
sobre asistencia crediticia, que: 

 { La entidad financiera de naturaleza 
oficial que determine el Gobierno na-
cional, redescontará los préstamos que 
otorguen los distintos establecimientos 
de crédito para financiar la reposición 
o reparación de vehículos (terrestres o 
fluviales), maquinaria, equipo, equipa-
miento, muebles y enseres, capital de 
trabajo de personas naturales o jurídi-
cas, tengan o no la calidad de comer-
ciantes, y la reparación o reconstruc-
ción de inmuebles destinados a locales 
comerciales, cuando se trate de vícti-
mas de los actos a que se refiere el ar-
tículo  6  de la Ley 782 de 2002, o en 
los casos en que la alteración del orden 
público lo amerite. […] (Ley 418, 1997)

convivencia y eficacia en la justicia; el concepto 
víctima de esta norma se observa dentro del ar-
tículo 15 y comprende: “[…] deterioro en su in-
tegridad personal o en sus bienes, por razón de 
atentados terroristas, combates, secuestros, ata-
ques y masacres en el marco del conflicto arma-
do interno. Son víctimas los desplazados en los 
términos del artículo 1o. de la Ley 387 de 1997” 
(Ley 418, 1997).

El artículo 16 de la Ley 418 de 1997 comprende 
como criterio muy especial en relación con el con-
cepto de víctima, la asistencia humanitaria que 
deben recibir quienes encajen en la definición del 
artículo 15 de la norma ordinaria referenciada; 
esta asistencia que debe ser prestada por la Red 
de Solidaridad Social, tiene como propósito el de 
auxiliar en las necesidades esenciales y satisfacer 
los derechos constitucionales de esta población. 
Sin embargo, es necesario considerar, que esta 
ayuda se prestará por parte del Estado cuando 
la solicitud haya sido enviada dentro del año si-
guiente a la ocurrencia del hecho dañoso sobre los 
derechos de quien es la víctima (Ley 418, 1997); 
este aspecto normativo se une a lo establecido 
por el decreto 263 de 1993 (Dto. 263, 1993) que 
indica la obligatoriedad de las instituciones hos-
pitalarias públicas y privadas, la atención a las 
víctimas de atentados terroristas que lo requie-
ran; escenario normativo que se integra en el ar-
tículo 19 de la ley 418 de 1997 con relación a las 
víctimas del conflicto armado. 

Es notorio que el desplazamiento forzado es uno 
de los componentes cruciales en los daños que 
han sufrido las víctimas a lo largo del Conflicto, 
por ello, la vivienda supone un medio de repa-
ración a este fenómeno derivado de la guerra in-
terna. Para remediar este y disminuir los índices 
de afectación sobre el derecho a la vivienda, la 
Ley 418 de 1997, contempló el acceso al Subsidio 
de Vivienda Familiar a quienes sean víctimas del 
conflicto en los términos ya definidos del artículo 
15 de esta ley. Para poder concretar este sub-
sidio, contempla el artículo 26 de la ley 418 de 
1997, la Junta del Instituto Nacional de Vivienda 
de Interés Social y Reforma Urbana, es la entidad 
encargada de poder establecer las garantías de 



TJTribuna JurídicaVol. 3 Nro. 4, agosto 2022, ISSN: 2789-4754

DERECHOS RECONOCIDOS POR EL ESTADO DE COLOMBIA A LAS VÍCTIMAS 
DEL CONFLICTO ARMADO

4

1 2 3 4 5 6 7 8 9 10

 { Como se observa, a través de la Ley 418 
de 1997 se buscan establecer garantías 
de reparación a las víctimas del conflic-
to interno que ha vivido la población 
colombiana, especificando que algunos 
sectores tienen mayor grado de afecta-
ción, estas garantías incluyen aspectos 
como lo es el acceso a vivienda, a edu-
cación y la creación de préstamos de 
reparación de bienes muebles e inmue-
bles; la eficiencia de esta normatividad 
y  la continuidad del conflicto generó 
que estas disposiciones fueran amplia-
das en su periodo de aplicación, pues 
tenía una duración de dos años; así, la 
(Ley 782, 2002) prorroga la vigencia de 
esta norma como se verá más adelante. 

2.2. La Ley 548 de 1999
Esta ley se constituye como la primera prórroga 
a los criterios establecidos en la Ley 418 de 1997, 
estableciendo la necesidad de ampliar el ámbito 
de reparación de las víctimas del conflicto arma-
do. Además, introduce otros criterios fundamen-
tales: el primero de estos es la edad para prestar 
el servicio militar, el cual será prestado a partir 
de los dieciocho años y por ello se entenderá que 
no se debe desconocer la aplicación de esta dispo-
sición normativa. (Ley 548, 1999). Es fundamen-
tal entender que la fundamentación de esto es la 
disminución de reclutamiento de menores de edad 
dentro del conflicto, garantizando el derecho de 
los menores contemplados como intereses supe-
riores de la Constitución Política. 

2.3. La Ley 782 de 2002 

 { La ampliación de las disposiciones de la 
Ley 418 de 1997 y la Ley 548 de 1999 se 
observa dentro de la Ley 782 de 2002.  
Un hito crucial de esta normatividad 
es la importancia que se le otorgó a los 
diálogos entre el Gobierno Nacional y 
los grupos al margen de la ley, con el 

propósito de crear acuerdos que per-
mitan reducir el impacto de la guerra 
interna. Con ello establece suspensiones 
de órdenes de captura en el marco de 
los diálogos y garantías de seguridad a 
los participantes de estos. Además, la 
Ley 782 de 2002, introduce el concepto 
de violencia política dentro de la defini-
ción de víctimas que había estado en el 
artículo 15 de la ley 418 de 1997; reza 
al artículo 6 de la ley 782 de 2002 así:

 { “Para los efectos de esta ley, se entien-
de por víctimas de la violencia política, 
aquellas personas de la población civil 
que sufran perjuicios en su vida, o gra-
ve deterioro en su integridad personal o 
en sus bienes, por razón de a tentados 
terroristas, combates, secuestros, ata-
ques y masacres en el marco del con-
flicto armado interno. Son víctimas los 
desplazados en los términos del artícu-
lo 1o. de la Ley 387 de 1997. […] Así 
mismo, se entiende por víctima de la 
violencia política toda persona menor 
de edad que tome parte en las hostili-
dades”. (Ley 782, 2002).

 { Por otro lado, el artículo 7 de esta nor-
ma, establece la asistencia humanitaria 
desde el principio constitucional de so-
lidaridad, con este se busca sufragar y 
satisfacer aquellos derechos que fueron 
afectados a causa de la guerra interna; 
la entidad encargada de la materiali-
zación de esta asistencia es la Red de 
Solidaridad Social. Para que la víctima 
pueda acceder a esto tiene que elevar 
una petición dentro de año siguiente a 
los hechos, en los casos fortuitos o de 
fuerza mayor donde sea imposible ele-
varla dentro de término, el año comien-
za a partir de la situación que lo impida 
cese. 
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 { Es deber del Gobierno Nacional desti-
nar los recursos, desde el presupuesto 
general de la nación, a la Red de Soli-
daridad Social, esto para garantizar la 
prestación de asistencia humanitaria a 
las víctimas; a su vez existe la articu-
lación entre el Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar y la Red de Solida-
ridad Social, para efectuar este tipo de 
ayuda a los menores que estén inmer-
sos en esta problemática y los que se 
consideren víctimas conforme a la de-
finición del artículo 6 de la ley 782 de 
2002. Además, es prioridad la atención 
de menores que se encuentren sin apo-
yo por sus familiares, bien sea porque 
fallecieron o no tienen las condiciones 
para brindar el auxilio. 

 { El artículo 24 de la ley 782 de 2002, 
indica la cesión de procedimientos, re-
solución de preclusión de instrucción o 
inhibitoria hacia los victimarios, esto 
siempre y cuando se encuentren en diá-
logos y estén siendo vinculados a un 
proceso penal o no hayan sido conde-
nados mediante sentencia ejecutoriada 
al momento de nacimiento de esta nor-
ma; estos puntos obedecen a la finali-
dad que tiene la paz o los respectivos 
procesos de paz, con lo cuales se busca 
disminuir efectos de la guerra interna. 
Por otro lado, el artículo 28 de la ley 
782 de 2002, indica: 

El Gobierno Nacional pondrá en funcionamien-
to un programa de protección a personas, que 
se encuentren en situación de riesgo inminente 
contra su vida, integridad, seguridad o libertad, 
por causas relacionadas con la violencia política 
o ideológica, o con el conflicto armado interno, y 
que pertenezcan a las siguientes categorías: […] 
Dirigentes o activistas de grupos políticos y es-
pecialmente de grupos de oposición. Dirigentes 
o activistas de organizaciones sociales, cívicas y 
comunales, gremiales, sindicales, campesinas y 
de grupos étnicos. Dirigentes o activistas de las 

organizaciones de derechos humanos y los miem-
bros de la Misión Médica. Testigos de casos de 
violación a los derechos humanos y de infracción 
al derecho internacional humanitario, indepen-
dientemente de que no se hayan iniciado los res-
pectivos procesos disciplinarios, penales y admi-
nistrativos, en concordancia con la normatividad 
vigente (Ley 782, 2002).

Es importante resaltar que los aportes de esta 
ley, además de ampliar el espectro en las garan-
tías de los derechos de la población víctima del 
conflicto armado en Colombia; también relaciona 
un conjunto de garantías para las actuaciones ju-
diciales, tanto de la víctima como del victimario, 
y propende por el mejoramiento de un proceso 
de paz al establecer como criterio de garantía,  la 
reparación y la verdad en el marco de actuaciones 
judiciales como pueden ser órdenes de captura y 
resoluciones inhibitorias y de instrucción. Ade-
más, la protección a estos grupos de los que trata 
el artículo 28 de la ley 782 de 2002. 

3. La Corte Constitucional y 
los derechos otorgados a las 
víctimas

La jurisprudencia de la Corte Constitucional ha 
insistido de forma reiterada que los conceptos de 
verdad, justicia y reparación hacen parte del nú-
cleo de los derechos que tienen las víctimas. Bajo 
la lupa constitucional, ante el agravio injusto que 
presenta toda persona, las mínimas garantías son 
el conocimiento de la verdad de los hechos que 
perjudicaron sus derechos, la justicia como el me-
canismo que otorga castigo al culpable de estos 
hechos, para que no se materialice la impunidad 
y, por último, la reparación de sus derechos afec-
tados, la cual debe hacerse lo más exacto posible; 
bajo estos parámetros, la Corte Constitucional en 
la sentencia SU-1184 de 2001, indicó: 

Las víctimas de los hechos punibles tienen no 
sólo un interés patrimonial, sino que comprende 
el derecho a que se reconozca el derecho a saber 
la verdad y a que se haga justicia. El derecho a 
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saber la verdad implica el derecho a que se de-
termine la naturaleza, condiciones y modo en que 
ocurrieron los hechos y a que se determine los 
responsables de tales conductas. Es decir, hacer 
un estudio históricamente minucioso de lo que 
sucedió en realidad. El derecho a que se haga jus-
ticia o derecho a la justicia implica la obligación 
del Estado a investigar lo sucedido, perseguir a 
los autores y, de hallarlos responsables, condenar-
les. (SU-1184, 2001). 

Conjuntamente, la Corte Constitucional en la 
sentencia C- 715 de 2012 (C-715, 2012), hace alu-
sión a la relación entre el marco convencional y 
los derechos de las víctimas a la verdad, la jus-
ticia y la reparación, es relevante desde la esfera 
que integra el artículo 93 de la Constitución Polí-
tica, pues estos derechos deben ser interpretados 
de conformidad con los derechos reconocidos en 
la constitución y los Tratados Internacionales so-
bre Derechos Humanos que hayan sido ratificados 
por el Estado de Colombia. 

Igualmente, la sentencia SU-254 de 2013, la Cor-
te Constitucional, analiza las vías de reparación 
que poseen las víctimas, las cuales pueden ser de 
carácter administrativo, judicial o mixtas, siem-
pre conservando el sentido final que recae en la 
reivindicación de los derechos de esta población 
y las respectivas indemnizaciones inferidas por la 
causación del daño. (SU-254, 2013). 

La Corte Constitucional ha enfatizado que los 
componentes de verdad, justicia, reparación, in-
dican derechos de las víctimas, exactamente el 
conocimiento sobre los hechos, desde los agentes 
actores hasta las circunstancias de tiempo, modo 
y lugar en que sucedieron, conocer el paradero de 
sus familiares o, en su defecto, el de sus respecti-
vos cuerpos; estos aspectos también comprenden 
la obligación del Estado en la investigación y san-
ción de los hechos y los presuntos responsables; 
estos puntos determinan la reparación integral 
que tiene el Estado como deber hacia las víctimas 
del conflicto armado. A luz de lo observado se 
comprenden los derechos de las víctimas desde un 
marco convencional, conforme al artículo 93 de la 
Constitución Política que integra los Tratados y 

Convenios de Derechos Humanos ratificados por 
el Estado; además, el criterio hermenéutico que 
tiene la jurisprudencia de las Altas Cortes como 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos, 
por último las disposiciones constitucionales so-
bre los derechos de las víctimas. En consonancia 
con lo anterior, la Corte Constitucional en sen-
tencia C-616 de 2014 (C-616, 2014), expuso lo 
relacionado con los derechos de las víctimas y 
estableció su protección en el sistema penal acu-
satorio, que tiene la finalidad de reparar en su 
mayor estado a las víctimas. 

Dada la relevancia constitucional que tienen las 
víctimas y, por ello, las ejecuciones de las accio-
nes que puedan materializar su reparación, estos 
deberes se trasladan a todas las entidades públi-
cas. Una de las más importantes es la Fiscalía 
General de la Nación, como ente acusador en-
cargado de la persecución de la acción penal, y 
entidad principal en la labor de disminuir el gra-
do de impunidad que se puedan presentar; en la 
sentencia C-820 de 2012 (C-820, 2012) la Corte 
Constitucional define el deber de esta entidad y 
apunta el deber del juez respecto a las solicitu-
des formuladas por parte del ente acusador con 
el fin de proteger los derechos de las víctimas 
sin alterar o vulnerar los derechos de la persona 
procesada. 

En consonancia con lo anterior, el artículo 250 
constitucional, indica como deber del ente acu-
sador la solicitud de medidas necesarias para 
garantizar la protección de las víctimas, criterio 
que debe ser evaluado por el Juez de Control de 
Garantías. Entre las obligaciones de la Fiscalía 
se encuentra la solicitud de medidas para asis-
tencia a víctimas ante el Juez de Conocimiento, 
la disposición de reparación integral y velar por 
la protección de las víctimas al utilizar los me-
canismos de justicia restaurativa. Por otro lado, 
en la sentencia C-228 de 2002, la Corte sintetizó 
el reconocimiento de los derechos de las víctimas 
indicando lo siguiente: 

Tanto en el derecho internacional, como en el 
derecho comparado y en nuestro ordenamiento 
constitucional, los derechos de las víctimas y 
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perjudicados por un hecho punible gozan de una 
concepción amplia–no restringida exclusivamente 
a una reparación económica– fundada en los de-
rechos que ellas tienen a ser tratadas con digni-
dad, a participar en las decisiones que las afecten 
y a obtener la tutela judicial efectiva del goce real 
de sus derechos, entre otros, y que exige a las au-
toridades que orienten sus acciones hacia el resta-
blecimiento integral de sus derechos cuando han 
sido vulnerados por un hecho punible. Ello sólo 
es posible si a las víctimas y perjudicados por un 
delito se les garantizan, a lo menos, sus derechos 
a la verdad, a la justicia y a la reparación econó-
mica de los daños sufridos. (C-228, 2002). 

Para la Corte Constitucional, en la sentencia 
C-228 de 2002, las víctimas tienen: “(a) el de-
recho a la verdad, lo que indica el conocimiento 
de los hechos, la verdad real y procesal del caso, 
derecho que es fundamental en los escenarios de 
violaciones graves sobre los DDHH; (b) derecho 
a la justicia, que implica las garantías procesales 
y judiciales para no permitir la impunidad de los 
hechos; y (c), derecho de reparación del daño, 
que comprende una compensación económica” 
(C-228, 2002). 

Asimismo, la Corte Constitucional en la senten-
cia C- 454 de 2006 (C-454, 2006), al evaluar dis-
posiciones referentes al código de procedimiento 
penal (Ley 906 de 2004), analizó el alcance del 
derecho de las víctimas, describiendo:

“En aplicación de las facultades de interpretación 
que se derivan del artículo 93 de la Carta, en 
punto a la determinación del alcance de  los de-
rechos conforme a estándares internacionales, la 
Corte ha acogido los desarrollos que el derecho 
y la doctrina internacionales han efectuado  en 
relación con los derechos de las víctimas en los 
delitos graves conforme al derecho internacional, 
haciendo extensivos sus principios y concepciones 
básicas, a las víctimas de los delitos en general. 
Así ha señalado que, “las víctimas de los delitos 
tienen un derecho a la verdad y a la justicia, que 
desborda el campo de la simple reparación, tal 
y como lo ha señalado con claridad la doctrina 
internacional en materia de derechos humanos, 

que es relevante para interpretar el alcance de los 
derechos constitucionales (CP art. 93). Por ello, 
los derechos de las víctimas trascienden el campo 
puramente patrimonial” (C-454, 2006). 

Los derechos de las víctimas, conforme a lo ex-
puesto por el máximo órgano de la jurisdicción 
constitucional, tiene como fundamentos los si-
guientes presupuestos: “(a) la interpretación des-
de el bloque de constitucionalidad conforme al 
artículo 93 de la Constitución Política; los de-
rechos constitucionales de las víctimas; (c), los 
deberes del estado frente a las garantías constitu-
cionales y legales; (d), la dignidad humana como 
principio fundamental del Estado Social de De-
recho que incluye la participación de la víctima 
en el proceso penal; (e) el derecho de acceso a la 
administración de justicia. (C-820, 2012). 

4. El derecho a la reparación  
integral

Desde el derecho a la reparación se propone que 
la restitución debe regresar las cosas a su estado 
natural o lo más cercano posible a esto, de ma-
nera que surge una compensación que integre el 
derecho afectado a la víctima. La sentencia C-820 
de 2012, da un alcance amplio frente a este esce-
nario, resaltando en primer lugar, la Resolución 
60/147 que fue aprobada por la Asamblea Gene-
ral de las Naciones Unidas. 

Dentro de esta, la Organización de las Naciones 
Unidas, reconoce los principios y directrices bási-
cos sobre el derecho de las víctimas de violaciones 
de derechos humanos en la que se indica que la 
principal medida de reparación recae en la resti-
tución, encontrándose en esta perspectiva igual-
mente la Resolución 60/147, 2005, en su artículo 
19 (Resolución 60/147, 2005):

“La  restitución, siempre que sea posible, ha de 
devolver a la víctima a la situación anterior a la 
violación manifiesta de las normas internaciona-
les de derechos humanos o la violación grave del 
derecho internacional humanitario. La restitución 
comprende, según corresponda, el restablecimien-
to de la libertad, el disfrute de los derechos hu-



TJTribuna JurídicaVol. 3 Nro. 4, agosto 2022, ISSN: 2789-4754

DERECHOS RECONOCIDOS POR EL ESTADO DE COLOMBIA A LAS VÍCTIMAS 
DEL CONFLICTO ARMADO

8

1 2 3 4 5 6 7 8 9 10

manos, la identidad, la vida familiar y la ciu-
dadanía, el regreso a su lugar de residencia, la 
reintegración en su empleo y la devolución de sus 
bienes” (Resolución 60/147, 2005). 

Además del reconocimiento de la restitución, 
esta resolución busca brindar o, que los Estados 
permitan, garantías de acceso al sistema judicial 
como instrumento de defensa en los casos de vul-
neraciones de los Derechos Humanos y del Dere-
cho Internacional Humanitario. Este mecanismo 
judicial debe ser eficiente para poder materializar 
la restitución. Junto al desarrollo de este con-
cepto se encuentran los “Principios Rectores de 
los Desplazamientos Internos” (Comisión de De-
rechos Humanos (ONU), 1998), el cual se encuen-
tra como documento anexo para la intensificación 
y promoción de los Derechos Humanos por parte 
de la Comisión de Derechos Humanos de la Orga-
nización de las Naciones Unidas.  Así, la sección 
V principios relativos al regreso, el reasentamien-
to y la reintegración, en el principio 28, indica: 

A. “Las autoridades competentes tienen 
la obligación y responsabilidad pri-
marias de establecer las condiciones y 
proporcionar los medios que permitan 
el regreso voluntario, seguro y digno 
de los desplazados internos a su hogar 
o su lugar de residencia habitual, o 
su reasentamiento voluntario en otra 
parte del país. Esas autoridades tra-
tarán de facilitar la reintegración de 
los desplazados internos que hayan 
regresado o se hayan reasentado en 
otra parte. 2. Se tratará en especial 
de garantizar que los desplazados in-
ternos participen plenamente en la 
planificación y gestión de su regreso 
o de su reasentamiento y reintegra-
ción” (Comisión de Derechos Huma-
nos (ONU), 1998).

Es claro que la posición de las víctimas, determi-
na uno de los primeros aspectos que debe ser con-
siderado en cualquier afectación que se presente, 
en el fenómeno del desplazamiento forzado, se 
afectan de forma sistemática varios derechos hu-
manos, comenzando con la vivienda digna, el mí-
nimo vital, la vida y con ello la dignidad humana. 
Todos los derechos afectados de este fenómeno 

deben ser reparados en su plenitud. Las autorida-
des estatales tienen obligaciones hacia este grupo 
de personas por sus condiciones especiales, por 
lo tanto, es imperativo la asistencia para la recu-
peración de sus viviendas y demás posesiones de 
las cuales fueron expropiados violentamente. En 
caso de no poder restaurar lo perdido es viable la 
indemnización adecuada a la reparación justa y 
la prestación asistencial. (Comisión de Derechos 
Humanos (ONU), 1998).

En consonancia con lo formulado por los organis-
mos internacionales, la Corte Constitucional, en 
la sentencia C-180 de 2014, respecto del derecho 
a la reparación integral determina que el derecho 
a la reparación integral tiene dos fundamentos: 
(a) el acceso para ejercer el recurso de forma rá-
pida y (b) la reparación de los perjuicios. Además 
de estos fundamentos, la Corte Constitucional 
defiende componentes como lo es el respeto de 
la dignidad humana, las garantías en los medios 
para acceder a la reparación y los mecanismos 
de estos, la indemnización y rehabilitación, esto 
comprendiendo que, dada la afectación sufrida, 
son los criterios y conceptos mínimos para la víc-
tima y su restitución (C-180, 2014).

4.1. La ley 975 de 2005 (Ley de Justi-
cia y Paz) 

Posterior al marco normativo de las leyes 418/97, 
548/99 y 782/02, se aprueba la ley 975 de 2005, 
que conllevó a la materialización del proceso de 
paz con los grupos paramilitares, se constituye 
como un complemento esencial para los derechos 
de las víctimas que fueron desarrollados por estas 
normas. El marco jurídico de justicia y paz busca 
concretar los derechos de las víctimas a la vez que 
ofrecer oportunidades de desmovilización a los 
miembros de grupos insurgentes. En considera-
ción, el artículo 5 le permitió otro foco de obser-
vación al concepto de víctima, como se puede ob-
servar en este mismo, las siguientes víctimas: “(a) 
persona que individual o colectivamente haya su-
frido daño directos; (b) el cónyuge o compañero 
permanente en caso de muerte o desaparición; (c) 
miembros de la fuerza pública con lesiones tran-
sitorias o permanentes que generen discapacidad 
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o menoscabo en sus derechos fundamentales; (d) 
cónyuge o compañero permanente de miembros 
de la fuerza pública que hayan muerto en actos 
del servicio, en relación al mismo o fuera de él; 
familiares que sufrieron daños como consecuen-
cia de otra conducta ilícita. Cada uno de estos 
escenarios debe tener como punto común que los 
actos hayan sido cometidos o consecuencia del 
actuar de grupos insurgentes”. (Ley 975, 2005). 

De estas consideraciones se desprende que la acre-
ditación de condición de víctimas comprende: (a) 
el daño ocasionado, sea individual o colectivo; (b) 
el daño debe obedecer causalmente a un ilícito 
contemplado en la ley penal; (c) los actos ilícitos 
debieron ser cometidos por miembros de grupos 
insurgentes durante su pertenencia al mismo; (d) 
los agentes actores deben estar inmersos en un 
proceso de reincorporación civil; (e) la acredi-
tación de la víctima en el proceso de justicia y 
paz; relación causal entre el daño y la acto de los 
miembros de grupos insurgentes. Estos criterios 
no implican que la persona que no logre su acre-
ditación no tenga derecho a ser reparada integral-
mente, sino que no se hará a través del marco de 
Justicia y paz, dejando libre las alternativas por 
la vía ordinaria. 

Por otro lado, como indica el artículo 8 de la 
Ley 975 de 2005, estas reparaciones comprenden: 
restitución (acciones que propenden volver a la 
situación anterior de la comisión del ilícito); in-
demnización (compensar perjuicios); rehabilita-
ción (acciones de recuperación por daños físicos y 
psicológicos); satisfacción (compensación moral y 
social); y, garantías de no repetición (desmantela-
miento de grupos armados, desmovilización). La 
ley de Justicia y Paz, establece como pilares esen-
ciales de la reparación de las víctimas los concep-
tos de Justicia, verdad y reparación integral. 

El derecho a la verdad, como bien lo indica la 
Corte Constitucional en la sentencia C-588 de 
2019, permite a la víctimas el conocimiento de la 
verdad y a su vez que la misma pueda exigirlo; 
es una garantía que no sólo se puede aplicar en el 
escenario judicial; en términos de la Corte Cons-
titucional (C-588, 2019):

“[…] implica el conocimiento de “los hechos cons-
titutivos de la violación de sus derechos, las cir-
cunstancias de tiempo, modo y lugar en que esto 
se produjo, los responsables de los crímenes, los 
motivos que dieron lugar a su comisión, y el pa-
trón que marcó su realización”. Según la Corte (i) 
comprende el derecho inalienable a la verdad, el 
deber de recordar y el derecho de las víctimas a 
saber  y (ii) tiene manifestaciones individuales y 
colectivas, según se analice desde la perspectiva 
del interés de los afectados por el hecho victimi-
zante o de la sociedad a conocer lo que ha pasa-
do” (C-588, 2019). 

Por otro lado, el derecho a la justicia manifiesta 
la Corte Constitucional en la sentencia C-588 de 
2019, es la contraposición a la impunidad; lo cual 
se realiza con mecanismos eficientes y garantistas 
que le permitan a la víctima el acceso al campo 
judicial para que el victimario sea juzgado, siem-
pre con el respeto del debido proceso y sin vio-
lentar garantías constitucionales al procesado. La 
justicia también requiere las penas justas para la 
materialización de una sanción efectiva. (C-588, 
2019) Por otro lado, frente a la reparación inte-
gral manifiesta esta Corporación:

“[…] tiene por objeto el resarcimiento de los da-
ños causados a las víctimas. Se encuentra inte-
grado por la facultad de exigir medidas de resti-
tución, compensación, rehabilitación, satisfacción 
y no repetición. Sobre el particular la jurispru-
dencia ha señalado que la restitución plena exige 
“el restablecimiento de la víctima a la situación 
anterior al hecho de la violación, incluyendo la 
restitución de las tierras usurpadas o despojadas”. 
En caso de que ello no sea posible, ha dicho la 
Corte que “es procedente (…) la compensación a 
través de medidas como la indemnización pecu-
niaria por el daño causado”. Este derecho in-
cluye también la obligación de adoptar medidas 
de  “rehabilitación por el daño causado, median-
te la atención médica y psicológica, así como la 
prestación de otros servicios sociales necesarios 
para esos fines” de modo que se restablezcan las 
condiciones físicas y sicológicas de las personas”. 
(C-588, 2019)



TJTribuna JurídicaVol. 3 Nro. 4, agosto 2022, ISSN: 2789-4754

DERECHOS RECONOCIDOS POR EL ESTADO DE COLOMBIA A LAS VÍCTIMAS 
DEL CONFLICTO ARMADO

10

1 2 3 4 5 6 7 8 9 10

De la misma manera, y en desarrollo de la ley, se 
determinó un programa de protección “Programa 
de Protección a víctimas y testigos de la ley 975 
de 2005”, regulado por el Decreto 3570 del 18 de 
septiembre de 2007, programa liderado por tres 
entidades: la Fiscalía General de la Nación, la 
Policía Nacional y el Ministerio del Interior y de 
la Justicia. Esto como entidades garantes a la 
implementación de la ley de Justicia y Paz. 

4.2. La Ley 1448 de 2011 (Víctimas y 
restitución de tierras)

Como factor necesario para garantizar la repara-
ción de las víctimas nace la ley víctimas y restitu-
ción de tierras; en la ley 448 de 2011 se reglamen-
tan los ítems de atención, asistencia, reparación 
integral a las víctimas como fundamentos de la 
reparación que se le deben hacer a las víctimas 
que acrediten los requisitos del artículo 5 de la 
ley 975 de 2005 (Ley 1448, 2011). Sin embargo, 
esta ley establece un nuevo criterio para la iden-
tificación de las víctimas:

“Se consideran víctimas, para los efectos de esta 
ley, aquellas personas que individual o colectiva-
mente hayan sufrido un daño por hechos ocurri-
dos a partir del 1o de enero de 1985, como conse-
cuencia de infracciones al Derecho Internacional 
Humanitario o de violaciones graves y manifiestas 
a las normas internacionales de Derechos Huma-
nos, ocurridas con ocasión del conflicto armado 
interno”. (Ley 1448, 2011). 

Además de esto, implementa la política de repa-
ración a través de la articulación institucional y 
gubernamental, habilitando las siguientes institu-
ciones: “comité ejecutivo, unidad administrativa 
de atención y reparación, centros regionales de 
atención, unidad administrativa de tierras des-
pojadas, comités territoriales de justicia transi-
cional y centro de memoria histórica”. (Ley 1448, 
2011). 

La importancia de esta norma es que aterriza las 
garantías de la ley de justicia y paz y crea para 
la verdad, la articulación con entidades como lo 
es el centro de memoria histórica que además de 
generar una verdad colectiva sobre los aconteci-

mientos del conflicto, representa uno de los hitos 
de dignificación y no olvido sobre los hechos de la 
guerra interna y el impacto que generó ésta sobre 
la población. 

5. Conclusiones
El conflicto interno en Colombia no sólo repre-
senta el combate bélico entre el Gobierno Na-
cional y los grupos al margen de la ley; con este 
se han transgredido múltiples Derechos Huma-
nos y se han quebrantado las disposiciones del 
Derecho Internacional Humanitario. Detrás de 
los confrontamientos se encuentran las víctimas 
quienes necesitan un reconocimiento amplio por 
parte del Estado. En un marco normativo que 
ha presentado evoluciones paulatinas, el Estado 
colombiano ha reglamentado desde el respectivo 
reconocimiento hasta la protección a esta pobla-
ción especial con el fin de disminuir los daños 
causados por el conflicto interno. 

El primer paso es el reconocimiento de algunas 
prestaciones a las víctimas por su condición, ac-
ceso a la educación, vivienda y movilidad, como 
se observó en la ley 418 de 1997, la cual se vio 
prorrogada en dos periodos, el primero por la ley 
548 de 1999 y el segundo por la ley 782 de 2002 
que además buscaron delimitar el concepto de 
víctima. 

En el desarrollo de la Ley de Justicia y Paz se 
observa uno de los mejores reconocimientos en 
materia de verdad, justicia y reparación integral. 
Además, que especifica que no sólo existe una 
reparación material sino también una ideal que 
es la que se otorga a través de la verdad, permi-
tiendo a la víctimas ser conocedor de los hechos 
y autores de las violaciones a los derechos huma-
nos de su titularidad; por otro lado la justicia 
como factor que le permite acceder al aparato 
jurisdiccional y que el victimario sea juzgado. 
La reparación integral cobija, en primer lugar, la 
restitución de sus derechos en su mayor medida, 
sino la indemnización a través de la asistencia 
que brinda el programa de restitución de tierras 
dado por la ley 1448 de 2011. 
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